
 

   

 

Santiago, 16 de septiembre de 2024 

 

Señora: 

Marta Cabeza Vargas 

Superintendenta de Electricidad y Combustibles 

SUPERINTENDENCIA DE ELECTRICIDAD Y COMBUSTIBLES 

 

Presente 

                                                                                                                

Asunto:  IC-AD-00-CG201– Informa pago de reembolso a TAMAKAYA ENERGÍA 

SPA - Caso TIMES N° 2013700 

 

Ref. [1] Resolución Exenta N°27297 “Instruye reembolso en los términos que 

se indican”, de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, de 21 de 

agosto de 2024.  
 

 

De mi consideración: 

De acuerdo con lo indicado por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles (SEC) 

en Ref. [1], le corresponderá a mi representada el reembolso al suministrador TAMAKAYA 

ENERGÍA SPA, por pago de compensaciones a clientes finales que vieron excedidos los 

estándares de indisponibilidad de la NTSyC a causa del evento individualizado en el 

informe EAF 075/2021, de marzo de 2021.  

A través de la presente, dejamos constancia del pago efectuado al suministrador 

individualizado, de acuerdo con las instrucciones del Coordinador Eléctrico Nacional según 

carta DE 04389-24 de fecha 30/08/2024, el cual fue materializado con fecha de 13/09/2024. 

Adjuntamos evidencia del pago efectuado. 

Sin otro particular, le saluda atentamente, 

 

 

 

Pedro Pablo Cerda Lecaros  

Director de Legal y Asuntos Regulatorios 

INTERCHILE S.A. 
OAG/AMG 

Docusign Envelope ID: 0D9D66AD-B6C9-4B5E-8786-ADC7A3967A15



 

   

 

ANEXOS 

 

 

Docusign Envelope ID: 0D9D66AD-B6C9-4B5E-8786-ADC7A3967A15



 

   

 

 

Docusign Envelope ID: 0D9D66AD-B6C9-4B5E-8786-ADC7A3967A15



 

   

 

 

Docusign Envelope ID: 0D9D66AD-B6C9-4B5E-8786-ADC7A3967A15



 

   

 

 

Docusign Envelope ID: 0D9D66AD-B6C9-4B5E-8786-ADC7A3967A15



 

   

 

 
 

Docusign Envelope ID: 0D9D66AD-B6C9-4B5E-8786-ADC7A3967A15



Certificado de finalización
Identificador del sobre: 0D9D66ADB6C94B5E8786ADC7A3967A15 Estado: Completado

Asunto: Complete con Docusign: IC-AD-00-CG200  Informa pago de reembolso a TAMAKAYA ENERGÍA SPA.pdf

Sobre de origen: 

Páginas del documento: 6 Firmas: 1 Autor del sobre: 

Páginas del certificado: 12 Iniciales: 2 Oscar Alamos

Firma guiada: Activado

Sello del identificador del sobre: Activado

Zona horaria: (UTC-04:00) Santiago

Cerro El Plomo 5630, Piso 18, Of. 1802, Las 

Condes

Santiago, Metropolitana  7560742

oalamos@interchilesa.com

Dirección IP: 186.11.9.236   

Seguimiento de registro
Estado: Original

             16 de septiembre de 2024 | 11:07

Titular: Oscar Alamos

             oalamos@interchilesa.com

Ubicación: DocuSign

Eventos de firmante Firma Fecha y hora
Oscar Alamos

oalamos@interchilesa.com

Especialista Regulación

INTERCHILE S.A.

Nivel de seguridad: Correo electrónico, 
Autenticación de cuenta (ninguna)

Adopción de firma: Estilo preseleccionado

Utilizando dirección IP: 186.11.9.236

Enviado: 16 de septiembre de 2024 | 11:08

Visto: 16 de septiembre de 2024 | 11:09 

Firmado: 16 de septiembre de 2024 | 11:09

Divulgación de firma y Registro electrónicos: 
      No se ofreció a través de DocuSign

Amy Gomez

agomez@interchilesa.com

Analista Contable Financiera

Interchile

Nivel de seguridad: Correo electrónico, 
Autenticación de cuenta (ninguna)

Adopción de firma: Estilo preseleccionado

Utilizando dirección IP: 186.106.158.30

Enviado: 16 de septiembre de 2024 | 11:09

Visto: 16 de septiembre de 2024 | 11:09 

Firmado: 16 de septiembre de 2024 | 11:10

Divulgación de firma y Registro electrónicos: 
      No se ofreció a través de DocuSign

Pedro Pablo Cerda

pcerda@interchilesa.com

Nivel de seguridad: Correo electrónico, 
Autenticación de cuenta (ninguna)

Adopción de firma: Dibujada en dispositivo

Utilizando dirección IP: 138.84.33.249

Enviado: 16 de septiembre de 2024 | 11:10

Visto: 16 de septiembre de 2024 | 11:59 

Firmado: 16 de septiembre de 2024 | 12:00

Divulgación de firma y Registro electrónicos: 
      Aceptado: 16 de septiembre de 2024 | 11:59
      ID: c41c92fd-ef50-4203-8350-6f488f2b69a5

Eventos de firmante en persona Firma Fecha y hora

Eventos de entrega al editor Estado Fecha y hora

Eventos de entrega al agente Estado Fecha y hora

Eventos de entrega al intermediario Estado Fecha y hora

Eventos de entrega certificada Estado Fecha y hora



Eventos de copia de carbón Estado Fecha y hora

Eventos del testigo Firma Fecha y hora

Eventos de notario Firma Fecha y hora

Resumen de eventos del sobre Estado Marcas de tiempo
Sobre enviado Con hash/cifrado 16 de septiembre de 2024 | 11:08

Certificado entregado Seguridad comprobada 16 de septiembre de 2024 | 11:59

Firma completada Seguridad comprobada 16 de septiembre de 2024 | 12:00

Completado Seguridad comprobada 16 de septiembre de 2024 | 12:00

Eventos del pago Estado Marcas de tiempo

Divulgación de firma y Registro electrónicos



Implementación de firmas electrónicas en contratos celebrados en Chile por empresas chilenas 

INTRODUCCIÓN 

 

Se nos ha solicitado preparar un memorando con un análisis legal de las normas relativas a 

firmas 

electrónicas y su valor probatorio –particularmente la Ley N° 19.799 sobre documentos 

electrónicos, 

firma electrónica y servicios de certificación de firma electrónica (en adelante, la "Ley 19799")– 

en el 

contexto de la implementación de una herramienta por parte de DocuSign para el uso de firmas 

electrónicas en la celebración de contratos en Chile por parte de empresas chilenas ("Clientes"). 

RESUMEN EJECUTIVO 

 Los conceptos de documento y firma electrónica fueron incorporados al derecho chileno 

el año 

2002 mediante la Ley 19799, la cual distingue entre "firma electrónica" (también llamada 

"firma 

electrónica simple") y "firma electrónica avanzada". 

 Por otra parte, la Ley 19799 establece ciertos principios que rigen las actividades 

contempladas 

en la Ley 19799, incluyendo entre otros, el principio de la equivalencia del soporte 

electrónico al 

soporte de papel o Principio de Equivalencia, que establece que la firma electrónica, en 

principio, 

cualquiera sea su naturaleza, se mirará como firma manuscrita para todos los efectos 

legales, y 

que por tanto, los actos y contratos suscritos por medio de firma electrónica son válidos 

de la 

misma manera y producen los mismos efectos que los celebrados por escrito y en soporte 

de 

papel, y se reputan como escritos en los casos en que la ley exija que consten por escrito 

o bien 

prevea consecuencias jurídicas cuando constan por escrito. 

 No obstante, existen ciertas excepciones al Principio de Equivalencia que resulta 

relevante 

mencionar para determinar (a) si es posible o no llevar a cabo un determinado acto o 

contrato 

mediante un documento electrónico, y (b) si pudiera resulta más conveniente o sencillo 

ejecutar el 

acto o contrato mediante un documento electrónico en lugar de un documento físico o 

escrito. 

 Es posible distinguir entre distintas categorías de instrumentos escritos y documentos 

electrónicos 
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suscritos mediante firma electrónica, y dicha distinción resulta esencial al momento de 

esclarecer 

el valor probatorio de estos últimos, dado que la Ley 19799 explica el valor probatorio de 

los 

documentos electrónicos suscritos mediante firma electrónica en base al valor probatorio 

de los 

instrumentos escritos públicos y privados. 

 El Anexo 1 a este memorando contiene una tabla comparativa entre el valor probatorio de 

instrumentos escritos y el valor probatorio de los documentos electrónicos suscritos 

mediante 

firma electrónica. 

  

ANTECEDENTES 

 El presente informe ha sido preparado en base a la información que amablemente nos han 

compartido sobre el funcionamiento de la plataforma DocuSign y las distintas 

funcionalidades 

que la misma proporciona a los Clientes de DocuSign, con el fin de que puedan escoger e 

implementar, en el contexto del proceso de formación de un contrato electrónico, ciertos 

mecanismos y medidas de seguridad para maximizar las posibilidades de (a) generar 

certeza 

sobre la identidad de las partes que firman un determinado contrato y (b) asegurar la 

integridad e 

inalterabilidad del documento luego de su firma. 

 DocuSign nos ha informado que entre las funcionalidades de la plataforma DocuSign se 

encuentra la posibilidad de utilizar certificados de firma electrónica avanzada emitidos 

por 

terceros prestadores de servicios de certificación debidamente acreditados en Chile. 

Ahora bien, 

como señalamos en el punto anterior, este memorando ha sido preparado asumiendo que 

los 

Clientes utilizarán la plataforma DocuSign para escoger e implementar ciertos 

mecanismos y 

medidas de seguridad propios de la plataforma de DocuSign y que constituirían, como se 

verá, 

firma electrónica simple en Chile; es decir, ha sido confeccionado sobre la base de que 

los 

Clientes de DocuSign no harán uso de la funcionalidad de la plataforma que ofrece la 

posibilidad 

de soportar los certificados de firma electrónica avanzada. 

 

LIMITACIONES DEL ALCANCE DE NUESTRA OPINIÓN 



 

Este memorando: 

 No avala ni promueve el uso de ninguna tecnología de firma electrónica en particular. 

 Señala que existen ciertos actos o contratos que no es posible llevar a cabo mediante un 

documento electrónico suscrito con firma electrónica (ver sección 1.4). 

 Se limita al análisis de la utilización de firmas electrónicas en procesos de firma de 

contratos de 

naturaleza civil y mercantil; el uso de firmas electrónicas en otros casos de uso tales 

como 

operaciones bancarias, documentos laborales, etc., se encuentran excluidos del alcance de 

este memorando.  

 En cada caso de uso concreto, se debe evaluar el marco legal, contractual y regulatorio 

aplicable a dicho proceso. 

 Se entrega a DocuSign en carácter de confidencial. En caso de que una entidad reciba 

esta 

opinión por cualquier vía y decida utilizarla o confiar en ella, lo hace bajo su propio 

riesgo. 

Nuestra recomendación para dicha entidad receptora es que busque asesoría legal antes 

de confiar 

en el contenido de esta opinión. Baker Mckenzie podría proveer tal asesoría a un Cliente 

de 

DocuSign, siempre y cuando, DocuSign y el Cliente de DocuSign, hayan autorizado la 

participación de Baker Mckenzie en la asesoría. 

 

LA FIRMA ELECTRÓNICA Y SU VALOR PROBATORIO EN CHILE 

 

1. Análisis general de la Ley 19799 

Desde un punto de vista legal, los conceptos de documento y firma electrónica fueron 

incorporados al 

derecho chileno el año 2002 mediante la Ley 19799. La Ley 19799 significó un paso importante 

en el 

desarrollo de la contratación electrónica en Chile y estableció términos y principios generales 

que se 

mantienen largamente inalterados hasta el día de hoy. Para efectos de este análisis, resulta útil 

introducir 

algunos de estos términos y principios. 

 

1.1 Nociones de documento electrónico y de firma electrónica 

 

La Ley 19799 define "documento electrónico" de manera muy amplia como "toda 



representación de un hecho, imagen o idea que sea creada, enviada, comunicada o recibida por 

medios electrónicos y almacenada de un modo idóneo para permitir su uso posterior".1 

Asimismo, la Ley 19799 distingue entre "firma electrónica" (también llamada "firma electrónica 

simple"), que define como "cualquier sonido, símbolo o proceso electrónico, que permite al 

receptor de un documento electrónico identificar al menos formalmente a su autor",2 y "firma 

electrónica avanzada", esto es, "aquella certificada por un prestador acreditado, que ha sido 

creada usando medios que el titular mantiene bajo su exclusivo control, de manera que se vincule 

únicamente al mismo y a los datos a los que se refiere, permitiendo la detección posterior de 

cualquier modificación, verificando la identidad del titular e impidiendo que desconozca la 

integridad del documento y su autoría".3 

Por otra parte, la Ley 19799 establece ciertos principios que rigen las actividades contempladas 

en la Ley 19799, a saber: 

 el principio de la libertad de prestación de servicios, 

 el principio de la libre competencia, 

 el principio de la neutralidad tecnológica, 

 el principio de la compatibilidad internacional y 

 el principio de la equivalencia del soporte electrónico al soporte de papel.4 

 

1.3 Principio de Equivalencia 

 

Este último principio de la equivalencia del soporte electrónico al soporte de papel (el "Principio 

de Equivalencia") resulta especialmente relevante al analizar la fuerza probatoria de los 

documentos suscritos mediante firma electrónica en Chile. Conforme a este Principio de 

Equivalencia: 

 

(a) La firma electrónica, en principio, cualquiera sea su naturaleza, se mirará como firma 

manuscrita para todos los efectos legales. 

 

(b) Los actos y contratos suscritos por medio de firma electrónica 

 

(i) son válidos de la misma manera y producen los mismos efectos que los 

celebrados por escrito y en soporte de papel, y 

 

(ii) se reputarán como escritos en los casos en que la ley exija que consten por escrito 

o bien prevea consecuencias jurídicas cuando constan por escrito.5 



 

1.4 Excepciones al Principio de Equivalencia 

 

No obstante, existen ciertas excepciones al Principio de Equivalencia y resulta relevante 

mencionarlas para determinar (a) si es posible o no llevar a cabo un determinado acto o contrato 

mediante un documento electrónico, y (b) si, de ser posible llevar a cabo un determinado acto o 

contrato mediante un documento electrónico, pudiera resulta más conveniente o sencillo ejecutar 

el acto o contrato mediante un documento electrónico en lugar de un documento físico. 

 

(a) Casos en que es necesario suscribir un documento físico 

 

La Ley 19799 señala que el Principio de Equivalencia no es aplicable a ciertos actos o 

contratos, que no pueden ser ejecutados mediante un documento electrónico, esto es: 

(i) actos o contratos en el que la ley exige una solemnidad que no sea susceptible de 

cumplirse mediante un documento electrónico.6 

 

(ii) actos o contratos en que la ley requiera la concurrencia personal de alguna de las 

partes al acto o contrato, o bien las actuaciones que requieran la concurrencia de 

la autoridad o funcionario que deba intervenir en ellas en el caso del uso de la 

firma electrónica por los órganos del Estado. 

 

(iii) actos o contratos relativos al derecho de familia.7 

 

(b) Trato privilegiado de los documentos electrónicos suscritos con firma electrónica 

avanzada para efectos probatorios 

 

Por otra parte, si bien el Principio de Equivalencia dispone que los documentos 

electrónicos suscritos por medio de firma electrónica "son válidos de la misma manera y 

producen los mismos efectos que los documentos celebrados por escrito y en soporte de 

papel", 8 la misma Ley 19799 rompe con el Principio de Equivalencia en materia 

probatoria, pues establece que los documentos electrónicos que tienen la calidad de 

instrumentos privados pero que han sido suscritos con firma electrónica avanzada harán 

plena prueba de acuerdo con las reglas generales, esto es, tendrán el mismo valor 

probatorio de los instrumentos públicos.9 Dicho de otro modo, la Ley 19799 da un 

tratamiento privilegiado a los documentos electrónicos suscritos con firma electrónica 

avanzada y busca incentivar su uso masivo por parte de privados.10 



 

1.5 Relación entre el concepto de documento electrónico y la distinción entre instrumentos 

públicos e 

instrumentos privados 

 

Con todo, antes de entrar a analizar el valor probatorio de los documentos que cuentan con firma 

electrónica, resulta también provechoso ahondar brevemente en la relación que existe entre los 

nuevos conceptos y principios introducidos por la Ley 19799 y la tradicional distinción entre 

instrumentos públicos e instrumentos privados. 

En sentido amplio, la doctrina ha entendido que el término "documento" se refiere a toda cosa en 

que se expresa el pensamiento o se representa o reproduce algo. El término "instrumento", en 

cambio, correspondería a un tipo especial de documento, esto es, a aquellos documentos escritos 

suscritos por una o más personas que pueden presentarse o intentar hacerse valer como prueba en 

un juicio.11 

 

Los instrumentos pueden clasificarse en cuatro categorías según su valor probatorio: (a) 

instrumentos privados, (b) instrumentos privados protocolizados o en que las firmas han sido 

autorizadas por un notario, (c) instrumentos privados en que uno o más de las partes han firmado 

ante un ministro de fe y (d) instrumentos públicos (incluyendo escrituras públicas). 

 

El artículo 1699 del Código Civil define el instrumento público o auténtico como "el autorizado 

con las solemnidades legales por el competente funcionario", y agrega que si es "otorgado ante 

escribano e incorporado en un protocolo o registro público, se llama escritura pública".12 El 

instrumento privado, por su parte, es todo aquel que carece del carácter de público. De esta 

manera, la principal diferencia entre un instrumento público y un instrumento privado es la 

participación de un funcionario público o ministro de fe pública, el cual garantizará la 

autenticidad de ciertos hechos consignados en el instrumento público.13 

 

En el ámbito electrónico, por razones obvias, la distinción entre documento e instrumento, y 

entre 

instrumento público e instrumento privado, es menos clara. No siempre es fácil aplicar categorías 

legales previas a desarrollos o avances tecnológicos posteriores. Y resulta importante clarificar si 

es posible entender a los documentos electrónicos como instrumentos: conforme al derecho 

chileno en materia civil, únicamente valen como medios de prueba los instrumentos, no los 

documentos en general.14 

 

Por ello cobra especial relevancia el Principio de Equivalencia establecido en la Ley 19799: los 

actos o contratos suscritos mediante firma electrónica son válidos de la misma manera y 

producen 



los mismos efectos que los celebrados por escrito y en soporte de papel, y se reputan como 

escritos, en los casos en que la ley exija que consten por escrito o bien prevea consecuencias 

jurídicas cuando constan por escrito. 

 

Además, la Ley 19799 discrimina expresamente entre documentos electrónicos que tienen la 

calidad de instrumentos públicos y documentos electrónicos que tienen la calidad de 

instrumentos 

privados, y establece que los documentos electrónicos que tengan la calidad de instrumentos 

públicos o que surtan los efectos propios de un instrumento público, deben necesariamente 

suscribirse mediante firma electrónica avanzada.15 Así, la Ley 19799 permite reconocer tres 

categorías de documentos electrónicos como instrumentos (esto es como documentos escritos 

suscritos por una o más personas que pueden presentarse o intentar hacerse valer como prueba en 

un juicio): (a) documentos electrónicos que tienen la calidad de instrumentos privado y que han 

sido suscritos mediante firma electrónica simple, (b) documentos electrónicos que tienen la 

calidad de instrumentos privados, suscritos con firma electrónica avanzada y (c) documentos 

electrónicos que tienen la calidad de instrumentos públicos. 

 

2. Valor probatorio de los documentos suscritos mediante firma electrónica 

 

El valor probatorio de los documentos que cuentan con firma electrónica depende de dos 

factores: (a) de 

si nos encontramos frente a una firma electrónica simple o una firma electrónica avanzada, y (b) 

del tipo 

de documento que se ha suscrito con la firma electrónica. Por ello, al estudiar el valor probatorio 

de la 

firma electrónica es necesario examinar el valor probatorio de los distintos tipos de documentos, 

distinguiendo, cuando corresponda, si han sido suscritos con firma electrónica simple o firma 

electrónica 

avanzada, conforme a las clasificaciones de documentos que esbozamos en la sección 1.4 

precedente. 

La Ley 19799 explica el valor probatorio de los documentos electrónicos suscritos mediante 

firma 

electrónica en base al valor probatorio de los instrumentos escritos públicos y privados, por lo 

que nos 

referiremos primero el valor probatorio de éstos, para luego describir el valor probatorio de los 

documentos electrónicos.16 

 

2.1 Valor probatorio de los instrumentos escritos 

 

(a) Valor probatorio de los instrumentos privados 



 

En principio, un instrumento privado no constituye plena prueba ante terceros o entre las 

partes. Sin embargo, si es reconocido por la parte en contra de quien se hace valer o se ha 

mandado tener por reconocido de acuerdo con la ley, tendrá el mismo valor que un 

instrumento público respecto de aquellos que aparecen o se reputan haberlo suscrito. 

En cuanto a terceros, la fecha de un instrumento privado no se contará respecto a terceros 

sino desde la fecha 

 de fallecimiento de alguno de los que lo ha suscrito, 

 en que haya sido copiado en un registro publico, 

 en que conste haya sido presentado en juicio, o 

 en que haya tomado razón de él o lo haya inventariado un funcionario competente en el 

carácter de tal (por ejemplo, que haya sido protocolizado por un notario). 

(b) Valor probatorio de los instrumentos privados protocolizados o en que las firmas han sido 

autorizadas por un notario 

 

Los instrumentos privados protocolizados o en que las firmas han sido autorizadas por un 

notario tienen el mismo valor probatorio de un instrumento privado, pero como ya se 

mencionó, la fecha del instrumento privado se cuenta respecto a terceros desde la fecha 

de la protocolización o de la autorización de las firmas por parte del notario, pues dicha 

fecha constituye fecha cierta ante terceros. 

Además, en el caso de los instrumentos privados en que las firmas han sido autorizadas 

por un notario, 

 la autorización del notario certifica que la firma que ha sido autorizada es similar 

a la firma contenida en los documentos de soporte presentados al notario, y 

 en algunos casos, los instrumentos privados pasan a tener mérito ejecutivo, 

permitiendo una ejecución más rápida de las obligaciones contenidas en ellos. 

 

(c) Valor probatorio de los instrumentos privados en que las partes han firmado ante un 

ministro de fe 

 

Los instrumentos privados en que uno o más de las partes han firmado ante un ministro 

de fe tienen, en principio, el mismo valor probatorio de un instrumento privado 

protocolizado o en que las firmas han sido autorizadas por un notario, pero hacen también 

plena prueba respecto a la identidad de las partes que lo han suscrito ante el ministro de fe. 

 

(d) Valor probatorio de los instrumentos públicos 

 

Los instrumentos públicos hacen plena fe (es decir, constituyen plena prueba) respecto a 



 el hecho de haberse otorgado, 

 su fecha, 

 el hecho de que las partes realizaron las declaraciones que en el instrumento 

público se expresan, y 

 las declaraciones del funcionario público que autoriza el instrumento público.17 

Asimismo, es de notar que el instrumento público defectuoso por incompetencia del 

funcionario o por otra falta en la forma tiene el valor de instrumento privado si está 

firmado por las partes, siempre y cuando no sea requerido como solemnidad para el acto o 

contrato respectivo, en cuyo caso se tiene por no ejecutado o celebrado.18 

El valor probatorio del contenido de las declaraciones realizadas por las partes en un 

instrumento público dependerá de si se trata de declaraciones dispositivas, enunciativas, 

etc., así como de si intentan hacerse valer ante terceros, entre las mismas partes, etc., 

pudiendo en algunos casos constituir plena prueba en contra de la parte que ha realizado 

la declaración respectiva. 

 

2.2 Valor probatorio de los documentos electrónicos 

 

(a) Valor probatorio de los documentos electrónicos que tienen la calidad de instrumentos 

privados y que han sido suscritos mediante firma electrónica simple 

 

Los documentos electrónicos que tienen la calidad de instrumentos privados tienen, en 

principio, el mismo valor de los instrumentos privados, de acuerdo con las normas 

generales expuestas en la sección 2.1(a) de este informe. 

 

Ahora bien, desde un punto de vista práctico, el hecho de que sean documentos 

electrónicos puede eventualmente hacer más sencillo el proceso de tenerlos por 

reconocidos e incluso desincentivar los intentos de desconocimiento por las partes, dada 

la mayor facilidad que existe para registrar la creación, existencia o modificaciones de un 

archivo o documento electrónico. 

 

(b) Valor probatorio de los documentos electrónicos que tienen la calidad de instrumentos 

privados, suscritos con firma electrónica avanzada 

 

Los documentos electrónicos que tienen la calidad de instrumentos privados y han sido 

suscritos mediante firma electrónica avanzada, tienen el valor de un instrumento público, 

es decir, producen plena prueba respecto a las materias señaladas en la sección 2.1(d) más 

arriba, salvo respecto de su fecha de otorgamiento, a menos de que la fecha conste 

mediante un fechado electrónico (time stamp) otorgado por un prestador acreditado. 



 

(c) Valor probatorio de los documentos electrónicos que tienen la calidad de instrumentos 

públicos 

 

Los documentos electrónicos que tienen la calidad de instrumentos públicos tienen el 

valor de un instrumento público, esto es, producen plena prueba respecto a las materias 

señaladas en la sección 2.1(d) (incluso respecto a su fecha, pues la ley no distingue). 

  


